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			A tantos compañeros que en aquellos años dedicaron lo mejor de su juventud a los afanes de la información en los servicios de la Presidencia del Gobierno.

			 

			Y a quienes les siguieron después con idéntico espíritu, ilusión y entrega en esa ignorada labor indispensable de apoyo a los órganos superiores del Estado, sin otra intención que contribuir al bien de España.

			 

            EL AUTOR

		

	


	
		
			PRÓLOGO


			

Tu libro, Juan, me aviva el recuerdo. Una tarde, a finales de 1968, me llamó mi amigo Quintero y me dijo: «¿Quieres hacer algo por España?». Dije que sí, sin saber de qué se trataba, y de este modo me incorporé a la Organización Contrasubversiva Nacional (OCN), recién creada, para verme envuelto en las tareas que tú relatas.

			1968 fue un año difícil. Al Mayo francés hay que añadir el trágico final de la «Primavera de Praga» que relatara Delibes y, en España, el primer asesinato de un guardia civil (Pardines) por la banda terrorista ETA. Había de saberse el «qué», «quién» y «por qué». Llegar a conocer los hechos, sus autores y las razones ocultas que motivaron o hicieron posible esos hechos.

			Como en un Jano bifronte para mirar hacia afuera, a la imagen del «perturbador externo», que aparece agigantado en el Manifiesto de Marx, y a las razones internas, a las disfunciones del sistema político en el que estábamos insertados, nos pesaba el «Qué Hacer» de Lenin al análisis de las condiciones objetivas y subjetivas de cualquier pretendida revolución o revuelta: la existencia del grupo decidido a acometerla y la de una situación general que la propiciara.

			Éramos testigos de la descomposición creciente del régimen de Franco. Leales a su Gobierno, aunque discrepáramos de muchas de sus decisiones y nos azorara la distancia entre lo que se enunciaba y la realidad que palpábamos. También deseosos de otro horizonte y a la vez conscientes de que a nosotros no nos correspondía promover el cambio que intuíamos. 

			Seguíamos con la tesis del «perturbador»: el conjunto de comunistas, separatistas y terroristas, objeto de nuestras investigaciones, cuya huella era visible en todas las alteraciones de la pacífica convivencia en las áreas laboral, estudiantil e incluso eclesiástica.

			Me fui distanciando poco a poco de las ideas de mi jefe del Servicio Central de Documentación (SECED), el organismo en que se había transformado la OCN, y acabé rompiendo por un tema menor. Me marché al Centro de Estudios de la Defensa Nacional (CESEDEN), a su Instituto de Estudios Estratégicos. Allí, año y medio de lectura reposada de los unos y los otros, hasta que llegó a mis manos un viejo libro de Cambó, escrito por él cuando preveía la caída de Primo de Rivera y la necesidad de reconstruir el orden constitucional. Su idea era que ese cambio debería acometerse desde el poder, fuera de nuevos levantamientos o revoluciones.

			Tras el asesinato de Carrero Blanco y la designación del Gobierno de Arias Navarro, me llamó mi amigo Juan Valverde. Condicioné mi vuelta al SECED a la aceptación de un documento, por mí elaborado, titulado «Ante el cambio», en el que adaptaba a la situación de entonces las ideas de Cambó. Ahora, ese documento me parece ingenuo, pero por aquel entonces no dejaría de considerarlo audaz. Valverde lo aceptó, como también lo aprobaría el general Gutiérrez Mellado, con quien sostuve una entrevista de varias horas en su despacho del Alto Estado Mayor.

			Adolfo Suárez me nombró Jefe del SECED. Fui testigo privilegiado de su empeño y, muchas veces, de su soledad. Con él compartí alegrías, desgracias, incomprensiones y la difícil satisfacción del deber cumplido. En mi mando estuve siempre asistido por un plantel de brillantes subordinados, entre ellos el autor de este libro, jefe del Sector Político, encargado de los contactos abiertos con las facciones políticas que aspiraban al poder y con las personas que las dirigían, con los que formaban la opinión de los españoles y con los que desempeñaban un papel importante en nuestra sociedad.

			Los últimos capítulos constituyen un relato desgarrado de la descomposición del poder político; de las luchas cainitas en el interior de la cada vez más caótica Unión de Centro Democrático que había sostenido el empeño de la Transición; del desgaste de Adolfo Suárez, de su aislamiento creciente y del hundimiento de Gutiérrez Mellado, acosado de manera implacable por El Alcázar y El Imparcial y roto anímicamente por la incomprensión de una parte importante del Ejército. El espectáculo previo al pretendido «golpe de timón», del que acabaría hablando hasta Tarradellas. Un ambiente desquiciado en el que entran políticos y periodistas insignes, mientras la Constitución se aprueba en las Cortes, pese a los testimonios en su contra, recogidos previamente de los mismos diputados que acabarán dando el «sí» en la votación de la misma.

			Los aprendices de brujo siempre desatan tempestades más allá de sus propósitos, y para mí es indudable que esos conciliábulos, rumores e ideas insensatamente sostenidos llevaron, poco más tarde, a los urdidores de la trama del 23 de Febrero a la idea de que sus actos serían recibidos con un aplauso generalizado.

			Dios nos libre de los aprendices de brujo.



			ANDRÉS CASSINELLO

		

	


	
		
			INTRODUCCIÓN


			

El desarrollo de la Transición suele presentarse como obra de grandes hombres (don Juan Carlos, Adolfo Suárez, Torcuato Fernández-Miranda, etcétera), como un proceso impulsado por la «oposición democrática», en gran parte en el exilio, o bien como una transformación lenta, abierta y plural, con participación de todos y con iniciativa de las jerarquías del régimen, desarrollada en medio de continuas cesiones, incomprensiones, momentos críticos… Algún autor ha querido ver en la Transición una reforma promovida por la nueva burguesía surgida del desarrollo capitalista del segundo franquismo, distanciada ya de la vieja oligarquía; otros han hablado de una carrera de galgos en pos del triunfo de su apuesta particular por el futuro político. Pero casi todos destacan la peculiaridad del caso español: el singular camino transitado entre el inmovilismo y la ruptura, es decir, la reforma ab intra. En cualquier caso, no parece que la Transición fuera el resultado de la predestinación o del azar; pero tampoco solo el fruto de la alquimia de unos determinados personajes. Bien podría responsabilizarse de los logros a una generación, la de la concordia, la de los hijos de la guerra, que no la vivieron, aunque tuvieran muy presentes sus ecos, a su espíritu comprensivo y de superación de viejos fantasmas y demonios.

			La transición política se logró con el esfuerzo de muchos: podríamos decir que de todo el pueblo español. Primeras figuras del Estado y de la política han visto ampliamente reconocida su labor, meritoria y fundamental: la conducción de la nación con mano firme por nuevas sendas hacia la democracia plena. Otras muchas instituciones y organizaciones económicas, sociales y culturales pusieron también su grano de arena en ese empeño, y ese hecho ha sido agradecido en numerosas ocasiones en los medios de comunicación y en recientes publicaciones. Pero poco o nada se ha dicho del influjo beneficioso y de las aportaciones sustanciales de los servicios de inteligencia, tanto en la orientación general del proceso como en las medidas concretas que gobernantes y políticos de diverso signo fueron aplicando para que la Transición resultase como tantos deseaban. Intentar poner de manifiesto parte de esta labor es, precisamente, el objetivo de esta obra.

			Dejo patente mi profundo agradecimiento a cuantos compañeros y amigos hicieron posible la compleja tarea de investigación sobre los hechos y circunstancias que tuvieron lugar en aquellos años de la Transición, facilitándome un cúmulo de documentos y valoraciones del mayor rigor e interés. Lamento no haber dispuesto de tiempo hábil para escuchar a muchos más que me ofrecieron su generosa colaboración, lo que me hubiera permitido recoger otros testimonios, sin duda interesantes para la tesis que fue origen de este libro. Expresa gratitud debo a Edelmira Casado Estupiñán, funcionaria del Museo del Ejército y del Instituto de Historia y Cultura Militar, quien, con gran paciencia y perseverancia, me fue transcribiendo durante una década miles de folios, su actualización y sus anexos, con dedicación y profesionalidad dignas del mayor elogio. Igualmente, dejo constancia de mi agradecimiento al coronel Luis Vázquez Ochoa, sin cuya laboriosa tarea de asesoramiento, revisión de textos e informatización final yo no hubiera sido capaz de dar solidez, armonía y medida al contenido de la tesis y del presente libro. Y, naturalmente, mi cariñoso recuerdo a mi mujer y a mis hijos, a los que en estos años privé de tantísimas horas de atención y dedicación por culpa de esta fantástica aventura.

		

	


	
		
			PRIMERA PARTE
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DE LA MONARQUÍA


		

	


	
		
			1
LOS ORÍGENES DEL SERVICIO DE INTELIGENCIA


			

El camino hasta el nacimiento del Servicio Central de Documentación (SECED), adscrito a la Presidencia del Gobierno, fue arduo. Su aprobación se llevó a cabo el 21 de marzo de 1972. Los antecedentes hay que buscarlos en la creación, en Consejo de Ministros, de diversos gabinetes que analizaron, sucesivamente, movimientos hasta entonces desconocidos que iban surgiendo en el ámbito universitario y que desde mediados de la década de 1950 habían ido tomando cuerpo en organizaciones antirrégimen. El Gobierno de Francisco Franco buscaba el medio para obtener información de aquellos incipientes movimientos subversivos que agitaban la Universidad. Pero también de los que amenazaban la tranquilidad laboral en las empresas, fomentando ya un sindicalismo paralelo. El trabajo se encomendó a un núcleo reducido de oficiales del Alto Estado Mayor (AEM), dirigidos por el comandante José Ignacio San Martín.

			El rápido desarrollo de aquel equipo encargado del seguimiento de los variados brotes de desafección al régimen culminó en su institucionalización como Organización Contrasubversiva Nacional (OCN), y sus misiones y estructura interna fueron aprobadas por las autoridades competentes con el mayor secreto. La OCN mantenía una relación próxima y reservada con el Alto Estado Mayor y con los ministerios militares, conectando con sus máximos jefes y con los servicios de información que de ellos dependían.

			Parecía evidente que la labor de aquella OCN debía ser incardinada en la Presidencia del Gobierno. Finalmente, el propio Carrero Blanco decidió la creación del SECED como parte visible del iceberg que era la OCN. El nuevo Servicio tenía como objetivo proporcionar a la OCN un instrumento oficial, a través del cual pudiera atender adecuadamente las necesidades informativas de carácter abierto, no clandestinas aunque sí reservadas. El SECED fue organizando delegaciones regionales y oficinas de enlace en varios ministerios para agilizar la recepción de datos y hacer más eficaz la difusión de noticias y mensajes. Ello obligó a ampliar plantillas, duplicando en poco tiempo su personal directivo, administrativo y auxiliar. Se iba creando una verdadera red informativa con la que alimentar los gabinetes de estudio. Los acontecimientos políticos que iban jalonando el espacio nacional en vida de Franco hacían difícil imaginar que por conductos reservados y difusos se estuviese impulsando el análisis y la organización de la transición política; pero quedan personas y referencias que pueden atestiguar lo que el SECED aportó en todo aquel proceso.

			Su dirección fomentaría desde el primer momento los contactos con instituciones, entidades y personas de criterios solventes para recabar información sobre aquellos asuntos que pudieran resultar de interés —o despertar la preocupación— del presidente del Gobierno. Este medio de adquisición de información privilegiada, que se mantuvo con actividad creciente durante toda la Transición, permitió al presidente acceder a una variadísima gama de opiniones y enfoques, con el fin de tomar conciencia de las verdaderas preocupaciones de la sociedad. San Martín[1] hace una clara descripción del objetivo que perseguíamos:



			Cuando, en una ocasión, despaché con el almirante la necesidad de ampliar el espectro informativo, él se resistía al principio, pero yo le convencí de que no perdíamos nada manteniendo conversaciones con personas situadas extramuros del régimen: en primer lugar, porque nosotros no íbamos a entrar en su «juego»; en segundo lugar, porque las conocíamos mejor a ellas que ellas a nosotros (en base a nuestros archivos); y en tercer lugar, porque recibiríamos una información de la que se carecía en los demás organismos del Estado y a la que teníamos que ir en su búsqueda si se quería cubrir ese vacío. Luego, había algo más: algunas eran mucho más provechosas para combatir la ideología marxista que otras muy vinculadas al régimen.

			

Además de la eficaz e insustituible actividad personal del director, fue el Sector Político (SP), fundamentalmente, el que sirvió de instrumento en la adquisición diaria de noticias, datos y opiniones de utilidad para los órganos de evaluación que habrían de preparar estudios e informes para el presidente. En la corta vida del SECED —algo más de un lustro—, sus directivos llevamos a cabo varios millares de entrevistas a personalidades nacionales de todo tipo.

			Pero vayamos por partes. No había cumplido el Servicio dos años de andadura oficial cuando el asesinato del presidente Carrero conmocionó a España. Las repercusiones políticas del magnicidio ejecutado por ETA no iban a tardar en ponerse de manifiesto, con claros síntomas de que se estaba iniciando una verdadera transición, pese a la agitación que se apreciaba en los extremos del arco político nacional.

			El nombramiento de Carlos Arias Navarro en enero de 1974 como nuevo presidente del Gobierno y el relevo de San Martín en la dirección de SECED por el comandante Juan Valverde tuvieron como consecuencia inmediata el fortalecimiento de las relaciones del Servicio con la Presidencia y varios departamentos ministeriales. La política gubernamental del nuevo Gabinete se orientaba en una dirección distinta, resumida en el «espíritu del 12 de febrero», el programa tímidamente reformista expuesto por el presidente Arias ante las Cortes Españolas en aquella fecha y que hacía particular hincapié en el asociacionismo político y una mayor participación ciudadana. Pero las reacciones del sector más inmovilista del franquismo no se hicieron esperar, y un artículo de Girón defendiendo las esencias del régimen provocó la destitución de Pío Cabanillas, ministro de Información y Turismo. Las posteriores dimisiones del ministro de Hacienda, Barrera de Irimo, y de Francisco Fernández Ordóñez y otros altos cargos de la Administración parecían alejar a los reformistas del Gobierno Arias.

			

		

	
	
		
			2
20-N, ¿Y AHORA QUÉ?

			

El fallecimiento del jefe del Estado el jueves 20 de noviembre de 1975 desencadenó preocupaciones y temores a nivel oficial y particular. Las instituciones y la sociedad entera dudaban de la respuesta social ante tal acontecimiento, recelando de posibles reacciones revanchistas de sectores marginados por el régimen. Se confiaba, no obstante, en las Fuerzas de Orden Público —y en última instancia en las Fuerzas Armadas— para evitar que se quebrara la paz social en tan difícil circunstancia. Esa sensación generalizada alcanzaba también a los grupos políticos, en los que ya se apreciaban luchas intestinas.

			Surgía en el panorama político español una amplia gama de propuestas para abordar la reforma del régimen desde dentro, con importantes vacilaciones sobre el programa y los límites. Las tendencias abarcaban desde la tentación continuista del decreciente inmovilismo integrista hasta la ruptura defendida por quienes se situaban al margen del sistema. Aunque no organizados en grupos homogéneos, todos se presentaban con ofertas políticas —en muchos casos no bien definidas— ante una sociedad expectante y esperanzada.

			La oposición había llegado al fin del régimen profundamente dividida por sus enfrentamientos en la Guerra Civil, por diversos acontecimientos de la posguerra y sucesivas peripecias vividas en el exilio, por la negativa de Indalecio Prieto a operar con el Partido Comunista, por la corriente anticomunista generada por la Guerra Fría… Los grupos ubicados en la ilegalidad compartían la ruptura política como punto de partida hacia metas distintas y mediante diferentes procedimientos. Hasta los más moderados se distanciaban de los reformistas, pese a la legalidad tolerante ejercida desde el poder. Más allá, los protagonistas de la violencia callejera y el terrorismo pretendían recuperar la legalidad previa a la Guerra Civil o bien persistían en una ruptura radical y revolucionaria. No obstante, era creciente el peso de los grupos clandestinos que deseaban desempeñar un papel político más definido: tenían que responder a las señales aperturistas del «espíritu del 12 de febrero» de Arias Navarro y a la situación de incertidumbre creada tras la flebitis de Franco en el verano de ese mismo año 1974, ocasión que se consideraba propicia para unir a la oposición. Tales grupos se polarizaban en torno a dos líderes: el incombustible Santiago Carrillo, secretario general del PCE, y el jovencísimo Felipe González, secretario general del PSOE tras el Congreso de Suresnes celebrado en aquel mes de octubre.

			En palabras de Carrillo, había una oposición radical (el PCE) que se proponía «el derrumbamiento de la dictadura por la lucha» y otra moderada que esperaba suceder en el poder al general Franco gracias al apoyo de Occidente. Según esta apreciación, el PCE se distinguiría por su activismo en el campo político, en el laboral y en el social-profesional, mientras que el PSOE se marcaba unos objetivos mucho más moderados y de menos base popular. En todo caso, Carrillo persistía en su antiguo esfuerzo por agrupar a la oposición al régimen bajo la renovada imagen del eurocomunismo, para negociar un pacto de «reconciliación nacional» del que curiosamente excluía a los que desde el poder se esforzaban por arbitrar una evolución controlada del sistema. Había logrado reunir en París a un variopinto grupo de políticos —que daría en denominarse Junta Democrática de España—, entre los que destacaban el socialista-popular Tierno Galván, el nacionalista andaluz Rojas Marcos, líder de la Alianza Social Andaluza, el social-carlista Carlos Hugo de Borbón, el monárquico liberal Calvo Serer, el polémico abogado García Trevijano... La Junta exigía un Gobierno provisional, la amnistía, la consulta popular sobre la forma de Estado, etcétera. Es decir, volver a empezar desde el principio.

			Quedaban al margen otros socialistas, socialdemócratas y democristianos que desconfiaban del protagonismo de Carrillo. Estos grupos marginados, que apostaban más por suceder al franquismo que por derrocarlo, crearían, en junio de 1975, la Plataforma de Convergencia Democrática, con la significativa y fundamental participación del PSOE, acompañado de la Unión Social Demócrata Española (USDE) de García López, la Izquierda Democrática de Ruiz-Giménez, el Partido Nacionalista Vasco (PNV), el partido Reagrupament Socialista i Democràtic de Catalunya (RSDC) de Pallach, la Organización Revolucionaria de Trabajadores (ORT) y el Movimiento Comunista (MC), una especie de «junta» socialista que excluía a los comunistas de Carrillo. Sus objetivos tenían semejanzas con los de la Junta Democrática, y reclamaba la adopción de una estructura federal del Estado a través de nacionalidades y regiones con personalidad étnica, histórica y cultural propia, con derecho a la autodeterminación, en cuanto se produjera la ruptura democrática. Tanto la Junta como la Plataforma se oponían radicalmente a una reforma política desde dentro del sistema: la Junta movilizando masas y la Plataforma negociando con sus contactos en el poder.

			Por su parte, los grupos reformistas del régimen aparecían como un conjunto sensiblemente difuso: la transición política les había cogido sin concretar la meta y los plazos de la reforma. Algunos de ellos pasaron del desencanto al fundado temor de que la situación se perpetuara más allá de la muerte de Franco, por lo que se fueron autoexcluyendo de toda actividad política y, tras una etapa de semiclandestinidad, acabarían pactando con la Junta o con la Plataforma.

			Frente a esos minoritarios exreformistas —ya rupturistas—, un amplio conjunto de personalidades mantenía sus actividades en la legalidad, colaborando con los continuistas e incluso disputándoles el poder. Es cierto que parte de ellos seguía pensando en un franquismo sin Franco, bajo la estructura de la nueva monarquía; pero otros se manifestaban dispuestos a introducir en el régimen cambios sustanciales. En cualquier caso, la solución reformista iba a sufrir un retraso, justificable por las viejas confrontaciones internas y por el extraordinario aumento de la presión callejera ejercida por partidarios de un impaciente rupturismo, alentado radicalmente por el PCE mediante la instrumentalización del tolerado sindicalismo de Comisiones Obreras.

			El cuadro de la lucha política se complicaba sobremanera, con batallas en doble frente: en el interior de las instituciones y en la oposición ilegal. Las élites políticas libraban un sutil pulso en el intrarreformismo, mientras que la sociedad presenciaba —como testigo mudo— el combate que el poder mantenía en la calle y en los medios de comunicación contra el rupturismo, que se había agrupado el 26 de marzo de 1976 en la denominada Platajunta, que fusionaba en un solo órgano la Junta y la Plataforma bajo el nombre de Coordinación Democrática (CD). Esta consideraba perturbadora la política reformista de Arias y rechazaba los proyectos de ley remitidos a las Cortes, exigiendo la apertura de un periodo constituyente.

			Habría que esperar al relevo del presidente del Gobierno, en julio de ese mismo año, para que los reformistas democráticos recuperaran la iniciativa con Adolfo Suárez, aunque sin haber abordado la decisión pendiente. Los pactos no estaban a la vista, los mensajes seguían siendo maximalistas.



			LAS OPERACIONES LUCERO Y ALBORADA




			Al inicio del primer Gobierno Arias el presidente decidió la preparación de la Operación Lucero, cuyo plan general se aprobó en julio de 1975. Tenía como objetivo estudiar y poner en marcha las medidas necesarias para mantener la paz nacional en el momento en que ocurriese el óbito del jefe del Estado, planificando igualmente todos los actos oficiales que hubieran de celebrarse con ese motivo, tales como el homenaje popular, las honras fúnebres y el entierro.

			Tras la inhumación del cadáver del general Franco el 24 de noviembre, el protagonista de las restantes ceremonias iba a ser don Juan Carlos de Borbón. En el plan general de la operación figuraban ya con detalle los actos que habrían de organizarse para dejar manifestación pública y patente del inicio de su reinado. Pero, para completar el dispositivo, en el mismo mes de noviembre comenzó a prepararse una nueva operación que regulaba los actos iniciales de la nueva monarquía: la jura de don Juan Carlos y su proclamación como rey. Se llamaría Operación Alborada, nombre elegido personalmente por el general Alfonso Armada, quien, según me dijo, lo consideraba agradable y gallego, «comienzo de un nuevo día entre luces, poético amanecer». También sería él el encargado de firmar la orden que incluía las disposiciones necesarias para aquella época de transmisión de poderes y para devolver al país a un régimen de normalidad, y, el 25 de noviembre, ya como general secretario de la Casa de Su Majestad el Rey, los ejemplares de la operación, desarrollada por un grupo de oficiales de la Presidencia del Gobierno bajo la dirección del director del SECED, el comandante Valverde. El contenido y estilo del texto recuerdan mucho a lo dispuesto para el día D + 7 en la Operación Lucero. No podía ser de otra forma.

			Estas dos operaciones harían posible —junto a otras instancias— un tránsito sin ruptura del régimen a la monarquía, en un momento particularmente crítico. La decena de páginas de los ejemplares de la Operación Alborada, que se enfundaban en una sencilla carpetilla blanca oficial de Presidencia del Gobierno sellada como secreta, ofrecían normas generales, algunas ya conocidas por la Operación Lucero: declaración del jueves 27 como fiesta oficial en todo el territorio nacional por el Ministerio de la Presidencia y de la mañana inhábil a todos los efectos por el Ministerio de Trabajo; levantamiento del luto nacional desde el toque de diana hasta las seis de la tarde, y reapertura de actividades académicas y docentes a partir del viernes 28.

			La primera de aquellas solemnes ceremonias del día 27 de noviembre de 1975 fue una misa en la iglesia de San Jerónimo el Real. El templo, además de tener una tradicional vinculación a la Corona, quedaba distante del área en que previamente se habían celebrado las exequias del Generalísimo, y ello permitía combinar dicho acto con un recorrido triunfal de los reyes por el centro de Madrid.

			El oficiante de la ceremonia fue el cardenal Enrique y Tarancón. La homilía trató sobre el tránsito que se abría y el futuro que esperaba a la nación, así como sobre la renuncia de la Iglesia a cualquier privilegio; el arzobispo de Madrid pedía en ella al monarca acierto y dirección para abrir caminos de futuro. A algunos de los presentes nos pareció que podía haber dedicado una mención al general Franco; además, las palabras que dirigió al monarca dejaban entrever un afán aleccionador, lo que tampoco cayó bien en determinados sectores.

			Después de la ceremonia religiosa tuvieron lugar los actos en el Palacio de Oriente, que se iniciaron con una revista, seguida de un desfile ante el nuevo rey. Aunque tal hecho pudiera considerarse una presentación de las Fuerzas Armadas, Su Majestad se había dirigido a ellas con fecha de 22 de noviembre, es decir, el mismo día en que fue proclamado rey tras jurar las Leyes Fundamentales ante el Consejo de Regencia y las Cortes Españolas. Su mensaje recogía conceptos que se identificaban con el ideario de la institución militar:



			En estos momentos en que asumo la jefatura de las Fuerzas Armadas, me dirijo a todos vosotros con profunda ilusión y fundadas esperanzas.

			Sois los depositarios de los más altos ideales de la patria y la salvaguardia y garantía del cumplimiento de cuanto está establecido en nuestras Leyes Fundamentales, fiel reflejo de la voluntad de nuestro pueblo.

			Expreso mi reconocimiento y gratitud a nuestro Generalísimo Franco, que con tanta dedicación y entrega os ha mandado hasta ahora, dándonos un ejemplo único de amor a España y sentido de la responsabilidad. Mi recuerdo emocionado se dirige hoy a las fuerzas destinadas en África, las que por su patriotismo, disciplina y entrega están haciéndose acreedoras del agradecimiento de todos los españoles.

			Debemos mirar el futuro con serena tranquilidad, pues hemos adquirido un alto grado de madurez política que ha cumplido lo que nuestro pueblo y solo él desea.

			España confía plenamente en sus Fuerzas Armadas. Sé que tenéis un alto concepto de amor a la patria y que no escatimaréis vuestro esfuerzo para lograr una España cada vez mejor.

			Quiero renovar hoy el juramento de fidelidad a nuestra bandera, símbolo de nuestras virtudes y de nuestra raza, y prometeros, una vez más, servirlas y defenderlas, a cualquier precio, de los enemigos de la patria.

			Mandar es servir y quiero estar en el mando muy unido a vosotros. Sé que cumpliréis con vuestro deber como siempre lo habéis hecho. Como español, como soldado y como rey, me siento orgulloso de contar con vuestra adhesión y lealtad. Estoy seguro de que, trabajando todos unidos, alcanzaremos lo que España se merece por imperativo de la historia y su papel en el mundo de hoy. ¡Viva España!

			

Este mensaje, igual que el testamento de Franco dispuesto el 18 de octubre anterior, fue reproducido por el Servicio Geográfico del Ejército y distribuido a todas las unidades, donde ambos quedaron expuestos en lugares de honor. En la conferencia que el teniente general Gutiérrez Mellado iba a pronunciar antes de su accidente mortal en 1995, hacía referencia a ese mensaje real y al testamento de Franco. Opina Miguel Platón[2] que «el texto […] muestra una exacta coincidencia de planteamiento con los mensajes de Franco y el rey, incluso en la selección de frases, lo que indica una comunión de sensaciones, en cuanto a la percepción de aquellas jornadas históricas».

			Pero volvamos al ceremonial del día 27. A la parada militar siguió una recepción oficial en el Salón del Trono y un almuerzo de gala para los jefes de misión extranjeros. En estos actos tuvo una actividad destacada la Casa Civil, aunque un breve y contundente párrafo de la Operación Alborada no deja dudas acerca de la labor que correspondió al SECED en aquella jornada: «La coordinación de los organismos que intervienen en los diferentes actos de esta operación quedará a cargo del Servicio Central de Documentación de la Presidencia del Gobierno».

			Por último, se llevó a cabo ante el pueblo de Madrid, que había sido convocado en un bando del alcalde, el desfile militar en la plaza de Oriente. En medio de un respetable frío, el público llenaba la plaza en espera de ver aparecer a los nuevos reyes en el balcón principal de palacio. Como la salida de Sus Majestades se demoraba, los oficiales de la Operación Lucero trasladaron al capitán Rafael Valenzuela, ayudante del rey, la impaciencia popular, al tiempo que el director del SECED ordenaba al comandante Atienza hacer algo inmediatamente para distraer a la gente en la espera. Había, al pie del balcón principal, un furgón de Radio Televisión Española, desde el cual se iban retransmitiendo las actividades programadas. Atienza hizo entonces uso del micrófono y fue dando a conocer nombres y pormenores de las unidades que participaban (que eran aplaudidas y coreadas por el público presente); y en el momento en que Sus Majestades aparecían en el balcón, le salió del alma un fuerte «¡Viva el rey!» que resonó y fue respondido por los millares de concentrados. La anécdota me la recordaba el propio Emilio Atienza Vega durante el verano de 2005.

			Puede llamar la atención el hecho de que en la cronología de la Operación Alborada no se incluyera el acto de jura del monarca en el Palacio de las Cortes Españolas. La verdad es que figuraba en todos los documentos de la Operación Lucero, pero, acaso por tratarse de un acto oficial que quedaba a cargo de las Cortes, no se insertaron sus detalles de organización y protocolo en el documento que suscribiera el general secretario de la Casa de Su Majestad.

			Valgan estas líneas como breve resumen de aquel momento histórico, que tuvo lugar la mañana del día 22 de noviembre de 1975. La llegada de los príncipes de España a las Cortes, acompañados de los infantes, fue recibida con clamorosos y prolongados aplausos por todos los presentes puestos en pie. El presidente Rodríguez de Valcárcel dedicó entonces unas breves palabras y tomó juramento a don Juan Carlos, quien leyó del modo siguiente: «Juro por Dios y sobre los Santos Evangelios cumplir y hacer cumplir las Leyes Fundamentales del reino y guardar lealtad a los principios que informan el Movimiento Nacional». Seguidamente, el presidente del Consejo de Regencia le dio por proclamado rey de España, cerrando con las palabras siguientes: «Señores procuradores, señores consejeros, desde la emoción en el recuerdo a Franco: ¡Viva el rey! ¡Viva España!». A los acordes del himno nacional, todos en pie prorrumpieron en vivas y prolongados aplausos. A continuación, el rey dirigió un mensaje a la nación, difundido en todos los medios de comunicación.



			Balance de las operaciones



			Días después de aquellos acontecimientos, en el SECED se hizo un rápido balance de la contribución del Servicio al buen control y a la coordinación de las distintas ceremonias que conformaban las operaciones Lucero y Alborada. La conclusión no pudo ser más positiva. Visto con perspectiva, el SECED actuó como herramienta útil en el proceso preconstitucional dirigido por el Gobierno; fue, de hecho, un eficaz instrumento de inteligencia que contribuyó a facilitar el tránsito político entre el antiguo régimen autocrático y el nuevo predemocrático, el histórico proceso general de cambio sin ruptura producido en España con no poca sorpresa y admiración de muchos. Tengo que expresar mis dudas acerca de que el éxito con el que finalmente se llevó a cabo se hubiera podido alcanzar sin la cooperante y puntual gestión de los hombres del SECED.

			En conversación que mantuve en julio de 1998 con el general Alfonso Armada en su pazo gallego de Santa Cruz de Rivadulla tras un almuerzo familiar, este alabaría el desarrollo de la Operación Alborada y me comentaría lo rápidamente que hubo que prepararla y las reuniones que mantuvo para ello con el presidente Arias y otras autoridades. Armada me repetiría idéntico recuerdo en conversación de septiembre de 2005, añadiendo entonces: «Todo lo hicisteis en Castellana 5», la sede, en efecto, del SECED.

			También el rey expresó su reconocimiento a la actuación del Servicio, concediéndonos a quienes habíamos participado más directamente en las operaciones una audiencia especial el martes 3 de febrero de 1976. Me acompañaron el comandante Atienza Vega y los capitanes González Soler y Hernández Rovira, todos ellos del Sector Político del SECED. En el encuentro, que se prolongaría durante 45 minutos, el monarca nos felicitó y nos aseguró que fue él mismo quien habló dos años antes a Arias de montar una operación similar, pues no había plan alguno para la ocasión del fallecimiento del Caudillo, y Su Majestad era consciente de que la organización del entierro del almirante Carrero había sido muy deficiente.

			El rey, muy receptivo y comunicativo, se interesó por nuestra labor y se manifestó partidario de una evolución tan grande como se quisiera, pero siempre desde la legalidad y desde el interior: había que cumplir y hacer cumplir cuantas leyes estuvieran en vigor, cambiándolas si había que cambiarlas, pero exigiendo mientras tanto su escrupuloso cumplimiento. Añadió que había que ir despacio y saber muy bien lo que se quería, y nos pareció entender que ya había dicho al presidente Arias que el Gobierno debía anticiparse a los acontecimientos, hacer el máximo esfuerzo por mantener la iniciativa.

			Naturalmente, el rey dedicó un buen rato a hablar de las Fuerzas Armadas: de la Unión Militar Democrática (UMD)[3], de los generales Díez-Alegría, Gutiérrez Mellado y Santiago y del servicio militar. Cerró la audiencia dándonos recuerdos para el director del SECED y para todos los miembros del Servicio, tras una sesión en la que obtuvimos la clara impresión de que Su Majestad se nos había adelantado en muchas opiniones. Salimos verdaderamente reconfortados.
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			ARIAS NAVARRO, PRIMER PRESIDENTE DE LA MONARQUÍA


			

Las críticas jornadas en las que el rey decidió la continuidad del presidente Arias son descritas en su inédita Ópera prima por el embajador Antonio Oyarzábal —que trabajó en el gabinete de Presidencia entre 1974 y 1976— con curiosas e interesantes pinceladas que nos ponen en conocimiento de las tensiones políticas de aquellos días.

			 

			Concluido todo este largo proceso fúnebre y el simultáneo organizado para solemnizar la llegada del rey a la jefatura del Estado, […] la vida política vuelve al primer plano de la actualidad. Y tiene lugar el primer despacho del presidente del Gobierno con el rey. Es preciso subrayar que las relaciones entre ambos habían sufrido meses antes un grave deterioro tras la prohibición dictada por Arias de que el conde de Barcelona recalase en ningún puerto de la costa española, en típica represalia del presidente por unas declaraciones de don Juan sobre algún aspecto de la situación interna del país. Por otra parte, Arias alimentaba ilusiones de encarnar de hecho ese mismo poder ejecutivo que tan remiso se mostraba a ejercitar en tiempos de Franco. Desaparecido su admirado Caudillo […], Arias considera que él representa la única garantía de continuidad viable frente a las tendencias neoliberales de los peligrosos monárquicos de don Juan y, como tal, no le cabe en la cabeza que el «chiquillo» de la Zarzuela ose encararse a la maquinaria administrativa-política que, bajo la impronta del «atado y bien atado», había dejado el Generalísimo al morir.

			Por ello la sorpresa del presidente debió de ser mayúscula cuando, en ese primer despacho con el rey, al presentarle a este una dimisión puramente «pro-forma», el joven monarca se la aceptara de inmediato […]. Arias, repuesto de la impresión, recuerda a don Juan Carlos que es preceptivo escuchar al Consejo del Reino, y como este se reunía precisamente el lunes de la semana entrante para elegir a su propio presidente, tras haber agotado Alejandro Rodríguez de Valcárcel su mandato […], parecía oportuno cumplir antes este trámite que tenía que ir acompañado, en todo caso, de la terna de posibles sucesores. El rey se resigna y el presidente regresa a su despacho, donde, con medias palabras, nos habla de un eventual «abandono del barco», para lo cual se empieza una modesta —estamos a sábado por la mañana— limpieza de cajones.

			

Oyarzábal recuerda así los acontecimientos posteriores:



			El lunes 1 de diciembre, en efecto, se reúne el Consejo del Reino […]. Se entra acto seguido en la elección del presidente del Consejo, o mejor dicho, de la terna para someter al rey los candidatos posibles y, frente a algunos comentarios posteriores, la inclusión en la misma de Torcuato Fernández-Miranda no ofrece mayor problema tras ciertas gestiones que el rey en persona había previamente realizado con los consejeros más próximos a su persona. La tormenta estalla cuando, quizá por alguna filtración de la posible sustitución inmediata de Arias, el Consejo pasa a discutir el cómo de la elaboración misma de las ternas futuras, pues ciertamente este órgano carece de reglamento interno […] precisamente porque su labor «se la daba hecha» en cada ocasión la correspondiente indicación de Franco. La cuestión, lejos de ser académica, tenía una importancia vital. Cuando de madrugada Enrique de la Mata despierta a don Juan Carlos para darle cuenta del resultado de la reunión, este comprende enseguida que, de momento, «ha pinchado en hueso» en su intento de renovar la cúpula del poder ejecutivo […]; a la mañana siguiente, martes, el rey telefonea a su presidente del Gobierno y le dice que respecto a lo dicho en la última entrevista de ambos, «vamos a pensárnoslo». Inmediatamente en Presidencia se interrumpe la quema de papeles y todo queda en suspenso.

			

Tres días después, el 5 de diciembre, Arias sería confirmado como cabeza del primer Gobierno de la monarquía, una vez aceptada formulariamente su dimisión y la de sus ministros. En mi conversación con el general Alfonso Armada de septiembre de 2005, este me haría la confidencia de que el nombramiento de Arias, pese a no ser la mejor alternativa real como primer jefe de Gobierno de la monarquía, vino bien como colchón entre dos situaciones radicalmente distintas, cuyo tránsito hubiera sido complejo. Según me explicaba el marqués de Santa Cruz de Rivadulla, aquel breve Gabinete de seis meses cumplió una función muy conveniente, pero nunca hubiera podido continuar, por las fuertes discrepancias entre los más viejos (Areilza, Garrigues…) y los más jóvenes (Suárez, Osorio, Martín Villa…). No se entendían entre ellos.

			La realidad es que tan pronto como el rey decidió la continuidad de Carlos Arias, el SECED empezó a preparar listas y currículos de personalidades de primer nivel nacional para proponerle al presidente. En paralelo, se llevó a cabo una serie de consultas con el fin de conocer la opinión de algunos de los pesos pesados de la vida pública nacional; por razones obvias, el proceso se hizo de forma acelerada, y se centró en aquellas personalidades de más fácil acceso para el Servicio: Suárez, Calvo-Sotelo, Villar Mir, Carvajal Urquijo, Valls Taberner.

			A quienes trabajábamos en el SECED en el campo de la política abierta nos agradaba comprobar que la práctica totalidad de los candidatos que se nos ofrecían formaban parte de las listas A y B que incluían a los cincuenta «números uno» y doscientos cincuenta «números dos» del archivo JANO, donde se guardaban extensos currículos de todos ellos, generalmente facilitados por los propios interesados. Esta iniciativa de San Martín constituía una extraordinaria herramienta para el asesoramiento del presidente del Gobierno.

			El 7 de diciembre de 1975, el director del SECED le hizo llegar a Arias algunos documentos de trabajo con las correspondientes notas manuales[4]. Valverde facilitó al presidente un cuadro de un centenar de nombres, agrupados en columnas según la adscripción que se les daba comúnmente: Movimiento (18), asociaciones (7), Unión Democrática Española (UDE)-Acción Católica de Propagandistas (ACP) (8), técnicos (36), monárquico-liberales (15), democristianos de izquierda (14) y socialdemócratas (3). De 43 de ellos se acompañaba ficha (probablemente extraída de los datos del archivo JANO). Buena parte de los que accederían a altos cargos del Gobierno y de la Administración estaban en aquel cuadro. Además, remitía Juan Valverde una relación de personalidades de interés político, otra exclusiva de catalanes y una nota informativa sobre la Unión Militar Democrática, documentos con los que se quedó Arias Navarro —además de las fichas—, devolviendo el resto.

			Al día siguiente, lunes de la Inmaculada, patrona de la Infantería y de Estado Mayor, tendría tiempo el comandante Valverde para enviarle por la mañana a Carlos Arias un tarjetón con este texto manuscrito:



			Querido Presidente: si me atrevo a decir tanto es por lo claro que se ven muchas cosas de este Servicio.

			—Las «Últimas impresiones» son muy a tener en cuenta.

			—Te recomiendo leer el editorial de Ya de ayer, antes del despacho de esta tarde.

			—Por supuesto, las notas encargadas de Fernando Santiago y Víctor Castro, a las que uno la de Álvaro de Lacalle, que me parece de gran interés.

			—Que todo te sea útil y que Dios te ayude, como se lo pido. A tus órdenes.

			

Las «Últimas impresiones» hacían referencia a las posibles incorporaciones al Gabinete, según le eran sugeridas a Valverde desde variadas instancias y personalidades.

			

            EL NUEVO GOBIERNO


			

            La constitución del nuevo Gobierno Arias[5], ya primero de la monarquía de don Juan Carlos, llegaba el día 11 de diciembre, después de un par de semanas de gestación difícil. Con el fin de poder conformar un Gobierno creíble de cara a los nuevos tiempos, Su Majestad había recordado al nuevo presidente de las Cortes y del Consejo del Reino, Torcuato Fernández-Miranda, su deseo de mantener la prerrogativa de nombrar a los ministros (los anteriores presidentes —Carrero y el propio Arias— no elegían directamente su Gobierno, sino que lo proponían al jefe del Estado). Historiadores y comentaristas han volcado su interés por conocer a fondo aquel proceso en el que podrían estar insertas las claves de la reforma que seis meses después conduciría definitivamente a la llamada Transición.

			Respecto a la formación del Gabinete, Miguel Ángel Ximénez de Embún[6] dice lo siguiente:



			La formación de este primer Gobierno [de la monarquía] debió de constituir una delicada operación, dirigida por Carlos Arias, tal vez inspirada por Torcuato Fernández-Miranda […]. Había que cambiar casi todo, sin que la baraja se rompiera por parte alguna. Debían intervenir personalidades acreditadas en el pasado, y constructores de los esquemas de futuro […]. Es posible que no pueda decirse que el rey eligió cada uno de sus componentes, pero todos debieron contar con su explícita aprobación.

			

La peculiar estructura del nuevo Gobierno, formado por ministros de fuerte personalidad y características muy diferentes, hacía difícil para el presidente diseñar un programa claro de acción política; resultaba, en palabras de De la Cierva[7], un «Gobierno inviable», en el que ministros reformistas de varias tendencias se enfrentarían a la actitud simplemente evolucionista de Arias. Pronto se constataría que Arias, anclado en su «12 de febrero», atendía con más fidelidad al pasado que al presente. La falta de sintonía entre él y algunos de sus ministros era total.

			El espectro general del Gabinete mostraba dos ministros, Fraga y Areilza, de talante reformista e imagen democrática, que iban a llevar el peso de la política inmediata, interior y exterior, pero que se quemarían prematuramente. Otros dos, Osorio y Suárez, menos conocidos por el gran público, estaban abocados a sentar las bases de la reforma política futura. El tiempo los haría relevantes, pese a su presencia inicial más bien discreta en los grandes temas que dividían al Consejo de Ministros. En particular, sobre la elección de Adolfo Suárez como ministro secretario general del Movimiento, Pérez Escolar[8] apostilla lo siguiente:



			Así se iba escribiendo derechamente su candidatura, con renglones descabalados más que torcidos, para acceder un día a la Presidencia del Gobierno, como querían los americanos, puesto que se ajustaba en todo a la descripción de la persona que, precisamente por su inocuidad y simpleza, podía ser aceptada por unos y otros sin que nadie opusiera mayores reparos.

			

Miguel Platón (pág. 380), por su parte, refleja su opinión respecto a la elección de un militar como vicepresidente primero:



			… semejante composición del Gabinete fue por entero una decisión política […]; esa preeminencia formal de lo militar constituyó uno de los rasgos característicos de los primeros Gabinetes de la nueva monarquía. […]; el principal efecto político […] no fue otro que favorecer el proceso de reforma […]. El papel del vicepresidente primero y los tres ministros militares fue siempre marginal.

			

El Servicio mantuvo con Antonio Herrero Losada, director de la agencia Europa Press, frecuentes cambios de impresiones sobre noticias que iban a saltar a los teletipos acerca de los nuevos nombramientos. En esas fechas nos informaba sobre el «asunto Silva Muñoz», su ausencia en el Gobierno, poco inteligible en aquellos días para la clase política mejor informada. Parece ser que don Federico mantuvo el día 9 de diciembre una entrevista con el presidente, quien le comunicó que los puntales del nuevo Gobierno serían —además de él mismo— Areilza y Fraga, proponiéndole entonces Silva una reunión con los otros dos para acordar un programa previo que sirviera de base a la declaración del nuevo Gabinete, ya que el «espíritu del 12 de febrero» había quedado obsoleto tras el fallecimiento de Franco y la muerte de dieciocho agentes del orden público en atentados desde aquella fecha. Silva daba por entendido que él sería el jefe del grupo; lo mismo que Fraga cuando le convocó Arias. Con Areilza no había problema de liderazgo, pues, al carecer de grupo político, se conformaba con la cartera de Asuntos Exteriores. Parece que Arias prometió hacer él mismo tal convocatoria, pero Silva ya no recibió la menor comunicación; ni siquiera logró hablar con el presidente pese a telefonearlo repetidas veces la mañana del día 11. Cuando lo logró, a las cuatro de la tarde, todo estaba ya resuelto sin él. Silva pensó siempre que el boicot provino de Fraga.

			El viernes 12 de diciembre el Sector Político del SECED entregó al director unas «Consideraciones sobre el nuevo Gobierno», de cinco folios de extensión, que presumiblemente tenían al menos un destinatario: Carlos Arias Navarro. Empezaban exponiendo que durante los días previos a su nombramiento había circulado la noticia de que la nueva etapa traería consigo una amplia reestructuración ministerial, pero que la prudencia política y la eficacia necesaria de los primeros momentos habían aconsejado evitar complicar la propia crisis ministerial con una reorganización general. Respecto a la Vicepresidencia para Asuntos de Defensa, se resaltaba que hubiera quedado fuera de sus obligaciones la coordinación directa de los tres ministros militares y del jefe del Alto Estado Mayor, y se le presuponía una amplia gama de actividades de representación pública y de asesoramiento, incluso de moderación de tensiones en el seno del Gabinete.

			Las «Consideraciones» hacían también hincapié en la imperiosa necesidad de lograr la total compenetración, coordinación y unidad de mando de los departamentos económicos (Industria, Vivienda, Obras Públicas, Comercio, Trabajo y Agricultura, además de Hacienda), hecho que había aconsejado al presidente del Gobierno mantener una vicepresidencia económica, poniendo en manos de Villar Mir «un poder extraordinario que puede influir decisivamente en las grandes opciones políticas del Gobierno». Y continuaban analizando cuestiones de índole más puramente política:



			… las opiniones que se recogen [respecto al nuevo vicepresidente para Asuntos del Interior y ministro de Gobernación] son que cuenta con gran aceptación, pero también con gran prevención en algunos sectores […]. Teniendo en cuenta la fuerte personalidad y ambición política de Fraga, su peso en las decisiones del Gobierno se hará notar. En el tema de los gobernadores civiles […] puede imponer excesivamente sus criterios sobre la Secretaría General del Movimiento, cuyo titular, más en línea con la tradición de esa casa, tiene menos experiencia y talla política. No obstante, la juventud y las cualidades personales de Adolfo Suárez pueden contrarrestar en parte el empuje de Fraga […]. El tercer elemento político que entra en juego es […] la particular personalidad de Areilza […]; algunos sectores tradicionalmente afectos al régimen se sentirán dolidos por este nombramiento […]. Pero en la balanza de ventajas e inconvenientes el saldo es positivo […]. Sin embargo, puede tratar de jugar en el seno del Gobierno una baza política […] aparte de su objetivo primordial de la total integración de España en Europa […]. Es muy probable que Areilza cuente, para cubrir los altos cargos de su departamento, con personalidades no precisamente conocidas por su afección al régimen. Pero ello, lejos de perjudicar al equipo, puede beneficiarlo, aportando elementos de talante más liberal y aperturista.

			

La nota citaba a los cinco ministros restantes (Presidencia, Justicia, Relaciones Sindicales, Información y Turismo y Educación y Ciencia), que reflejaban el «deseo del presidente del Gobierno de incluir miembros de las distintas tendencias, de entre las que hoy día pueden integrarse en la política nacional». Y pasaba a hacer, con nombres y apellidos, el recuento siguiente de los miembros del Gobierno: cuatro militares, cuatro técnicos prorrégimen, dos miembros de Unión del Pueblo Español (UDPE), dos de Unión Democrática Española (UDE), dos monárquicos, dos franquistas, un sindicalista, uno de la Federación de Estudios Independientes (FEDISA) y uno de derecha liberal, con lo que las nuevas tendencias tenían una representación de una tercera parte del conjunto, no excesivamente alejada de los principios del régimen. «Se trata, por tanto, de un Gobierno de centro-derecha». La nota apreciaba la falta de algún elemento de ideología falangista y tradicionalista, e incluso tecnócrata; y acusaba dos ausencias dignas de mención: la de Silva Muñoz, quien se suponía que prefería dedicarse a organizar la democracia cristiana, y Cantarero del Castillo, de inferior nivel, pero que representaba una importante opción de futuro en la creación de un socialismo nacional. Y concluía:



			A este nuevo equipo le cae de lleno la verdadera transición y […] la tarea de renovar la legislación fundamental de la nación […] así como la reestructuración de la Administración central […]. La personalidad de Fraga, Areilza y Villar tendrá una influencia decisiva en las orientaciones políticas y será preciso que Arias, secundado por el apoyo que pueda prestarle el general Santiago, sea capaz de conducir el Gobierno por la línea de la evolución que el momento actual exige, sin pérdida de la indispensable estabilidad y de atemperar las tensiones que inevitablemente se van a producir como lógica consecuencia de haber integrado en su equipo a un elenco de personalidades fuertes, preparadas e inteligentes. Si ello no se consiguiera, es previsible que en plazo inferior a un año el propio presidente se vea forzado a aceptar alguna dimisión o a disponer algún cese.

			

A partir de la elección de ministros, las cábalas se volcaron sobre los cargos inmediatamente subordinados. Como siempre. Se hablaba de ello como de la «pedrea de la lotería». Por cierto, que Fraga ya estaba buscando a San Martín (a quien siempre agradecería su acercamiento a Carrero Blanco y su nombramiento como embajador en Londres) para el equipo de Gobernación.
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EL SECED ANTE EL MOMENTO HISTÓRICO


			

Como cabe deducir de lo ya apuntado, tras la muerte de Franco no se produciría en el seno del SECED la menor regresión en la orientación reformista de sus actividades, orientación que había recibido especial impulso desde el otoño del año anterior, aunque el relevo en la jefatura del Estado representara la entrada simbólica en una nueva época. Aún persiste la discusión académica sobre si nuestra sorprendente Transición se inició antes o después de tal acontecimiento.

			El perfecto funcionamiento de las disposiciones tomadas en cumplimiento de la Operación Lucero permitió que el centro de operaciones montado por el SECED un mes antes en Castellana 5 disminuyera al mínimo su actividad el mismo 24 de noviembre de 1975, al día siguiente del entierro del general Franco. En fechas posteriores se fue recuperando el ritmo interrumpido a mediados de octubre por el deterioro de la salud del jefe del Estado. Particular relevancia tuvo la reunión general de los días 4 y 5 de diciembre, en la que se trató el nuevo marco de la política nacional. Tras unas palabras de Valverde acerca de la Operación Lucero, el jefe de la División de Operaciones (DOP), el comandante Andrés Cassinello, expondría la posición del Servicio ante el momento histórico; después, los sectores explicaron sus planteamientos «reversivos».

			Pero entremos en el contenido de la exposición de Cassinello, reflejo del espíritu y la conciencia con que el Servicio afrontaba la situación política nacional. Me atrevo a decir que nos encontramos ante un documento único en su especie al inicio de la Transición; fue denominado «Ante el cambio». Merece la pena detenerse en la extensa «Introducción», subrayando buena parte de su contenido.



			El difícil paso de Franco al rey ha transcurrido en un clima de normalidad y aceptación general difícilmente previsible […]. El paso más difícil y peligroso ha sido superado con increíble éxito […] hay un nuevo marco institucional, la Corona, que ha pasado de futuro incierto a realidad presente. Es una base sólida para un optimismo racional y una guía fundamental para nuestros planteamientos. Por otro lado, separar política de subversión es empeño difícil, ya que cualquier cambio de orientación de la primera introduce variaciones fundamentales en las posibilidades de la segunda; por eso, no podemos permanecer insensibles a las consecuencias —en nuestro campo— de los posibles cambios que se introduzcan, aunque no nos sea lícito incidir en ello con nuestro protagonismo y menos aún con nuestras preferencias por unas y otras personas […]; no cabe más que la neutralidad más estricta.

			

Y continuaba Cassinello:



			Cabe también una última consideración previa: de nada sirve un Servicio que solo sea capaz de dar una explicación perfecta del porqué de los fenómenos ya producidos. Si de este Servicio se espera algo es de su capacidad para prever cuáles son las áreas sensibles que van a determinar el próximo futuro; cuáles son las tensiones y cuáles las vulnerabilidades de nuestra sociedad, para que, utilizados estos datos por el gobernante, se pueda llegar a una sociedad más perfecta, más justa y más libremente aceptada, que constituya un obstáculo invulnerable frente al comunismo, el separatismo y la corrupción.

			

Resultaba positiva la pretensión del jefe de la División de Operaciones de distanciarse de los matices ideológicos subjetivos para encuadrar la necesaria previsión en el marco más objetivo del análisis sociológico. La percepción —muy de su tiempo— de que el comunismo era el primer obstáculo no debe extrañar si se tiene en cuenta su presencia en la bipolaridad mundial y su protagonismo interior entre los rupturistas. De ahí que Cassinello insistiese en su conocida doctrina sobre el control del cambio:



			El periodo que se inicia […], probable periodo de tiempo en el que el orden institucional, sin ruptura sustancial, se adapte progresivamente al cambio de situación introducido, […] volverá a ser un periodo difícil en el que las tensiones políticas se interferirán con las acciones de la subversión y en el que la necesaria adaptación de nuestros métodos de lucha a las condiciones del momento nos obligará a frecuentes cambios de nuestra línea táctica de acción. Va a ser tiempo de prudencia y de audiencia, de necesaria frialdad y de fuertes y encontradas emociones […]. El periodo se va a mover entre la pretendida ruptura democrática de la oposición, ya imposible, y el inviable mantenimiento de la situación heredada.

			

Eran tan grandes las dudas y las inercias como los obstáculos, por lo que resultaba necesario marcar unas «guías orientadoras», reales, aunque no fueran explícitas: el mensaje coloquialmente conocido como «testamento del Caudillo» y los mensajes del rey a las Cortes Españolas y a las Fuerzas Armadas. Por muy limitados que quedaran sus poderes en el futuro, en aquel momento la definición de la reforma política estaba en manos de don Juan Carlos, por lo que era imprescindible analizar su pensamiento. Se admitía implícitamente la reforma a partir del orden institucional vigente, sin ruptura. Cassinello estudiaba así el mensaje de Su Majestad:



			El rey, que se define como guardián del sistema constitucional, nos habla de una nueva etapa de esta hora dinámica y cambiante, de que la situación alcanzada pide perfeccionamientos profundos que escuchará, canalizará y estimulará. Es una actitud de marcha, no una meta. Si el rey no decide la meta final, ¿vamos a hacerlo nosotros? El Servicio tiene la solera y la experiencia acumulada necesarias para saber que nos movemos en ambientes de incertidumbre sin guía mesiánica y definitiva […]. Tenemos que seguir luchando en este ambiente que es el de nuestro tiempo.

			

Debió de parecerle conveniente a Cassinello, con la previa autorización del jefe del Servicio, hacer a delegados y directivos unas sucintas y claras hipótesis sobre el futuro inmediato, que agrupo del siguiente modo:



			1) Participación creciente de los españoles en las tareas de gobierno.

			2) Revisión del cuadro de lealtades institucionales, con cambios políticos periódicos.

			3) Creciente exigencia de justicia social (o satisfacción o revolución).

			4) Descentralización regional con nuevas formas de tensión y canalización de los problemas.

			5) Libertad creciente de opinión, que se basará más en la responsabilidad que en la censura.

			6) Disminución de las posibilidades policiales y de la aplicación de la fuerza desde el Gobierno.

			7) Crecimiento de la influencia política de la Iglesia, y posterior descenso a su verdadero valor cualitativo (20% de la población).

			

Se remataba esta parte de la exposición con una referencia a un tema particularmente querido por Cassinello, la «reversión»[9], que para él era una empresa creadora, muy por encima de las posibilidades coercitivas de la ley.



			La verdadera dimensión del Servicio no puede ni debe suplir —sino apoyar— al aparato político-administrativo del Estado. Parte fundamental del esfuerzo reversivo se ejerce a través de la información y el asesoramiento; la necesaria credibilidad va unida al rigor del proceso informativo, a la imparcialidad de la exposición, a la asepsia política en la motivación y al indiscutible carácter técnico de nuestras manifestaciones.

			

Prosiguió Cassinello con referencias a las áreas específicas que cubrían los sectores; quizá la más importante en aquella hora era la del Sector Político, del que diría:



			Dedicará atención preferente a los grupos políticos capaces de una integración voluntaria en el orden institucional […]. Deberá promover la adhesión amplia de esos grupos utilizando los procedimientos viables en cada caso […]. De momento, aunque es inviable la legalización del PCE, no debe darse un carácter eterno a estas palabras […]. El Sector Político considerará permanentemente su misión tanto si prospera el movimiento asociativo como si llegara un reconocimiento de partidos políticos.

			

Cassinello completaba su exposición con una expresa referencia al Gabinete de Acción Psicológica (GAP), como primordial instrumento «reversivo» de la División de Operaciones, para lo cual habría que articular una respuesta inmediata y agresiva en los medios de comunicación social mediante procedimientos técnico-operativos con un doble objetivo: lograr la adhesión masiva al orden institucional y conseguir la división de los grupos subversivos, y profundizar en las causas y aspiraciones de los separatismos.

			Tras Cassinello se manifestaron los sectores. El Sector Religioso-Intelectual presentó sus nuevos criterios, que empezaban a dar frutos considerables. Había que transformar en colaboración la confrontación sistemática entre los poderes político y religioso. Aún existía en el Gobierno un clima antivaticanista, impulsado por las homilías que clérigos comprometidos políticamente pronunciaban contra el régimen.



			La tolerancia gubernativa inicial es premisa para una situación nueva mucho menos vulnerable para el Estado. La tolerancia es rentable porque genera adhesión o al menos neutralidad; la intransigencia y la susceptibilidad generan enemistad operativa contra el poder […]. Una Iglesia que se siente libre en su expresión y no se ve presionada por el Gobierno es una Iglesia difícilmente manejable por el Partido Comunista y a la que se le han quitado las razones para la mayor parte de las críticas […]. Se trata de separar tajantemente el problema político del religioso. La independencia de ambos poderes está por estrenar.

			

A los planteamientos operativos del Gabinete de Acción Psicológica pertenece el siguiente párrafo: «Nuestra labor es el no a la ruptura. Es necesario un esfuerzo grande de automentalización para digerir los cambios que van a producirse». Y consideraba dos blancos principales de su actividad psicológica: los organismos unitarios («organizaciones de frente») y los separatismos. Sobre los primeros afirmaba:



			… serán los más afectados en un futuro inmediato. La misma existencia de la Plataforma de Convergencia Democrática y la Junta Democrática Española está ahora muy condicionada a la actitud que el nuevo Gobierno adopte. El ritmo y los límites que se fijen a la evolución política van a determinar las reacciones de los grupos subversivos. Descartadas las actitudes extremas —acentuación del inmovilismo y liberalización absoluta—, parece imprescindible que las opciones inmediatas se reduzcan a mantener la línea evolutiva, algo acelerada, buscando la integración en el régimen de una parte importante de las fuerzas en la oposición ilegal.

			

Se extendía también el documento del GAP en el separatismo, que se consideraba el problema de más difícil solución: «A su favor juega la corriente universal descentralizadora y la desafección de grandes sectores de población en esas regiones. Es posible una actuación política más profunda. No es tiempo de soluciones tímidas». El jefe del GAP, el comandante Faura, se reunía periódicamente a cenar con los directores de los periódicos de Madrid de entonces (Ya, ABC, Pueblo, Nuevo Diario, Informaciones, etcétera) y buscaba, con éxito, colaboraciones de firmas prestigiosas que escribieran para aquellos, firmas que ejercieran influencia sobre la opinión pública.

			Por último, el Sector Político ofrecía también su contribución, que debía encaminarse fundamentalmente hacia dos objetivos. El primero, el impulso al desarrollo de la participación política: había que ampliar el estrecho cauce del asociacionismo político vigente, con escasísima capacidad de convocatoria; el segundo, la disminución de la corrupción económica y administrativa.



			VALORACIÓN DE LA SITUACIÓN POR EL SECED



			En el SECED, al igual que en el resto de la Administración del Estado, las expectativas del tránsito no se cerraron con las ceremonias públicas de finales de noviembre de 1975, ni siquiera con la formación del nuevo Gobierno; y no por indefinición de lo que cabía entender por reforma o evolución del marco político nacional, sino por ausencia de directrices gubernamentales que se derivaran de un adecuado programa de Gobierno. Ni el presidente Arias formuló planteamiento alguno al ser confirmado en el cargo, ni desde el Gobierno se daría a conocer una declaración definitoria en las primeras reuniones del Ejecutivo. Al respecto, merece la pena citar a Martín Villa[10]:



			… la poca claridad, la incertidumbre y las cautelas entre las que Arias se movía surgían como consecuencia de sus propias convicciones y de las presiones de los «ortodoxos». La forma de su discurso ante las Cortes era reveladora de una sustancial ambigüedad. La cabeza del presidente Arias comprendía la necesidad de la reforma, pero probablemente a su corazón le costaba aceptarla.

			

En estas circunstancias, el Servicio desarrollaría un nuevo esfuerzo por anticiparse a los acontecimientos, intentando deducir los límites de sus actividades contrasubversivas para definir los objetivos propios. Y mientras los movimientos políticos agudizaban su acción y sus líderes se esforzaban por tomar parte en el nuevo panorama que se abría, el SECED aprovechaba ese tiempo muerto para fortalecer su espíritu y su estructura interna. Como el Gobierno seguía en su absoluta indefinición y trascendían a los medios de comunicación social las diferencias inquietantes en el seno del Consejo de Ministros, Valverde acentuó su prudencia y cautela, centrándose en la defensa del orden institucional frente a las arremetidas de quienes patrocinaban soluciones de ruptura o de mero continuismo.

			El lunes 15 de diciembre de 1975 se celebraba en el Palacio de la Zarzuela el primer Consejo de Ministros de la monarquía, poniendo punto final al tránsito a la etapa predemocrática que comenzaba. La vida política y social volvía a la rutina cotidiana y el SECED recuperaba su ritmo habitual, redactando su periódica valoración mensual de la situación, que había quedado en el aire desde la primavera. Tal documento venía resultando un medio esencial en las relaciones institucionales con los principales clientes informativos: en primer lugar el presidente del Gobierno y el teniente general jefe del Alto Estado Mayor, pero también otros ministros y primeras autoridades. Pues bien, tan solo dos días después de aquella reunión del Gabinete en la Zarzuela, Valverde pudo remitir al presidente Arias una significativa «Valoración de la situación».

			Ya se advertía en la «Introducción» que «una visión exclusiva a través del prisma de la subversión sería abrumadoramente pesimista, pero otra que eludiera el estudio de la subversión y su incidencia sobre la sociedad sería incompleta». Hay que tener en cuenta que el estrecho marco político desviaba hacia la ilegalidad a importantes sectores de la vida nacional.

			El documento del SECED hacía balance en seis apartados: las instituciones, las relaciones con la Iglesia, los ambientes profesionales, el sector educativo, el mundo del trabajo y los grupos clandestinos; más o menos, la distribución sectorial del Servicio. El primero y el último de dichos apartados empezaban por analizar el respaldo que había de recibir el monarca: se daba por hecho que parte importante de la sociedad le apoyaría por tendencia natural a la estabilidad; otros sectores, por considerarle heredero de Franco y por acatamiento de su testamento; algunos, por el talante conciliador del mensaje de la Corona, y los menos, por puro sentimiento monárquico. La «Valoración» hablaba de ensanchar la base de aceptación de la monarquía, para lo cual la prudencia probada del rey constituía una base firme, aunque no resultaba conveniente que se desgastase en funciones más propias del Gobierno. Consideraba el texto que la mayoría del país era partidaria de una evolución «prudente y progresiva, frente a la ruptura o al inmovilismo […]. Es necesario conciliar generosidad en la definición de límites […] con energía en su mantenimiento. Otra cosa no sería evolución sino rendición incondicional ante los propósitos de ruptura». Y se daba un toque de atención a los poderes públicos:



			Sobre el Gobierno pesa la necesidad de dar […] soluciones concretas a problemas pendientes, dentro de unos plazos razonables. Urge resolver el problema legislativo para generar deseos de participación y urge el problema del regionalismo […] en el conjunto de la necesaria unidad de la patria […]. Es imprescindible dar buena imagen de las personas que se incorporan al nuevo Gobierno.

			

Respecto de la articulación de una fórmula institucional, se decía que estaba «pendiente una gran maniobra política para hacer realidad la idea de un rey de todos los españoles»; y se hablaba de la «necesaria permisividad para la creación de una oposición organizada que reste a los grupos clandestinos el mayor número de miembros». De ahí que se considerase necesario vertebrar las fuerzas políticas del país para lograr el éxito frente a la subversión. Según el enfoque del Servicio, todo debería desembocar en una regulación distinta de los derechos de asociación, reunión y expresión: cambio difícil y crítico, pero necesario.

			La «Valoración de la situación» también planteaba críticas contundentes a las Cortes y al Consejo Nacional, instituciones muy desprestigiadas ante el país y que, según expresaba abiertamente el documento, necesitaban dar verdadero valor a su representatividad:



			Las primeras han ofrecido frecuentes ejemplos de desidia con reuniones de comisiones sin quorum y con votaciones incomprensibles; el segundo es inédito como cámara de las ideas y tendrá que resolver el difícil tema de los consejeros vitalicios, la mayoría de ellos muy mediocres y con pocas ideas […]. Las próximas elecciones ofrecen la posibilidad de renovación, que habría de cuidarse para que no acabe en ingobernable.

			

En cuanto a las asociaciones, se argüía que debían empezar a pesar como medio de canalización de opiniones y como sistema de vertebración política, «con independencia de la posible modificación del estatuto que haga su régimen más apetecible». Se consideraba, además, necesaria su presencia en televisión, en la cadena de prensa del Movimiento y otros medios públicos. Por otra parte, se afirmaba que era necesario un mayor control de los grupos económicos: «precisan de una vigilancia estrecha en beneficio del bien común [...]. Una reforma fiscal, capaz de controlar los beneficios, se hace urgente».

			En el ámbito educativo, el texto era tajante al afirmar la existencia de un problema docente:



			En la Universidad, la autoridad académica no impone su propio orden, produciéndose así una desproporcionada injerencia de las Fuerzas de Orden Público, con demasiadas intervenciones. El catedrático ha perdido su influencia sobre la masa estudiantil, de la que se halla separado por un ejército de auxiliares y PNN insatisfechos e inmaduros. Hay politización agresiva de minorías radicalizadas y pasividad conformista de la masa invertebrada. Se ha probado todo y no ha resultado nada […]. También ocurre en países con partidos políticos (Nanterre), pero al menos el desgaste del Gobierno es menor […]. En la Educación General Básica existe el problema de la gratuidad, que tendrá que ligarse a la necesaria reforma fiscal. Su cuerpo docente se ve agitado por problemas económicos y de estabilidad en sus puestos […]. La Enseñanza Profesional requiere un impulso nuevo. Paradójicamente es la que ofrece menos problema desde el punto de vista de la subversión.

			

No olvidaba la «Valoración» a los grupos clandestinos, que «son conscientes de que viven horas decisivas, de que lo que no logren ahora no lo lograrán nunca». Y se consideraba enemigo principal al comunismo, a cuyo alrededor giraba el resto de la oposición no asimilable. Por ello, debía ser objeto de atención específica, pues sería el principal beneficiario y valedor de la ruptura. Pero el PCE tenía factores de debilidad:



			… necesita objetivos políticos, cuando sus masas han sido acostumbradas a perseguir tan solo reivindicaciones salariales. Quiere menos huelgas y más salidas a pedir amnistía o simplemente a manifestarse. No quiere ocupar fábricas, y salir a la calle supone un riesgo que cohíbe a muchos. Necesita la unidad con organizaciones y hombres burgueses, tiene que aparecer democrático y respetable para no ahuyentar a los aliados. Pero no puede dejar de ser revolucionario para no defraudar a la clientela tradicional. Ha encuadrado más masa neutra que la que puede dirigir. Las Comisiones Obreras se agitan por otras motivaciones distintas de las del partido […]. Pesa Portugal y su ejemplo. Tienen una prisa enorme.

			

También había que considerar determinados «factores de superioridad», en particular su organización y sus medios económicos, así como la presencia de «dirigentes preparados y dispuestos a todo sacrificio». Así que, a la vista de ambos factores, el documento del SECED proponía romper la solidaridad del frente clandestino y captar a sus seguidores asimilables.

			Tal «Valoración de la situación» no pretendía ser un programa de gobierno, aunque sí una llamada de atención sobre las posibilidades del Servicio y la conveniencia de que fuera oído antes de tomar cualquier decisión. Llama la atención releer 35 años después este tipo de documentos reservados. Son —a mi juicio— la mejor expresión de confianza y lealtad del Servicio, y en particular de su director, con el presidente del Gobierno, a quien se deseaba mantener informado de cuanto parecía de trascendencia para la gobernación del país. Algunas de las observaciones de aquella «Valoración» fueron consideradas por Arias Navarro particularmente duras, pero siempre las agradeció y entendió los ideales que movían a aquel equipo significativo de oficiales de los Ejércitos a redactar textos tan poco gratos. A ello les obligaba su «comisión de servicio» en Presidencia.

			

		

	
	
		
			5
APUNTES SOBRE LA GESTIÓN GUBERNAMENTAL


            

			SEGURIDAD Y DEFENSA NACIONAL


            

			El nuevo Gabinete incluía por vez primera un vicepresidente del Gobierno para un área concreta: la de seguridad y defensa nacional. Su titular era el teniente general Fernando de Santiago y Díaz de Mendívil[11]. Según explica Miguel Platón, «nunca había existido un vicepresidente que tuviese competencias militares específicas […] y al ser titular de la primera vicepresidencia se le concedía —en principio— prioridad sobre el resto». Platón añade que Arias había llamado en primer lugar al general Manuel Gutiérrez Mellado, a quien había ofrecido la cartera de Gobernación, que llevaba aparejada la condición de vicepresidente. Gutiérrez Mellado habría rehusado la oferta, manifestando al presidente su interés por seguir la carrera militar hasta lograr el ascenso a teniente general. Según Platón, el «nombre del teniente general Fernando de Santiago […] lo sugirió el propio general Gutiérrez Mellado, con quien le unía una relación de amistad».

			Areilza confirma[12] que se había pensado en Gutiérrez Mellado, ya que, junto a Díez-Alegría en el Alto Estado Mayor, fue siempre el valedor más ardiente de la reforma de la superestructura de la defensa. Sin embargo, el conde de Motrico relata (págs. 76 y 77) cómo Gutiérrez Mellado, por entonces comandante general de Ceuta, le detalló la manera en que «fue eliminado por el búnker de la combinación ministerial», con el argumento principal de su «actitud racional y moderada en el delicado tema del procesamiento de los oficiales de la UMD». Con tal motivo, se montó una campaña para acusarle de «ser el jefe espiritual de la secta democrática y evidenciar la imposibilidad de que su nombre figurara en el Gabinete». El dossier se hizo llegar al rey.

			Por su parte, Fraga Iribarne[13] recuerda que el lunes 8 de diciembre recibió la visita de Gutiérrez Mellado, a quien preguntó «si estaba en sus planes acceder a un puesto de gobierno»; la respuesta del general habría sido «que prefería servir dentro de su carrera militar». Mellado le sugirió —a petición de Fraga— los nombres de los generales Santiago y Olivares. Pero no sabía Fraga que en ese momento Arias ofrecía la cartera de Gobernación al general Castro Sanmartín, quien también declinó el nombramiento, como relata Platón (pág. 382). Tal rechazo terminaría por situar a Fraga en Gobernación.

			Era evidente que, con el nombramiento de Santiago, se quería dar importancia al papel de las Fuerzas Armadas en el Gabinete, pero a muchos observadores políticos y a no pocos militares sorprendía el apelativo de la vicepresidencia, que dejaba en el aire cierta confusión sobre las intenciones de Arias: unos interpretaban que buscaba el respaldo militar a la naciente monarquía, la tutela del más fuerte de los poderes fácticos; otros, que orientaba su Gobierno a resolver los problemas estructurales de la defensa nacional, deseo militar largamente argumentado desde el Alto Estado Mayor. Por tales razones los observadores se mantuvieron atentos a los primeros pasos del teniente general Santiago; y la primera oportunidad surgió el 13 de diciembre, en la toma de posesión de los ministros. Cuenta José María de Areilza (pág. 19) que, tras un discurso en el que Arias habló con serenidad, dominio y buen lenguaje, el general leyó, superado por la emoción y temblándole las manos, un texto tradicional y conservador.

			Con el paso de las primeras semanas el vicepresidente Santiago debió asumir que su función en el Gobierno era la vigilancia de la ortodoxia de los principios fundamentales cuando se aplicara la reforma prevista. Arias no tardaría en darse cuenta del error cometido con su designación. Según relata Areilza (pág. 81), el presidente llegó a reconvenir personalmente a Santiago por alguno de los «fichajes» —vinculados a los sectores más inmovilistas— que pretendía hacer. Desde el SECED, en nota de 14 de enero de 1976, se le hicieron llegar a Arias los comentarios que corrían en relación con el nombramiento de Santiago, de reconocida tendencia conservadora.



			Para unos es una especie de censor, capaz de garantizar la ortodoxia frente a los intentos liquidadores de algunos ministros; para otros constituye un obstáculo a la liberalización. Es decir, es considerado más por su supuesta actuación en el marco político que por su función en el campo especial para el que fue creado:

			

Y seguía informando aquella nota de Valverde:



			… la noticia de su asistencia con Girón e Iniesta, acompañado por el ministro del Ejército, el teniente general Álvarez Arenas, tiene un indudable valor político […]. Por eso la difunden todos: los «ultras» por considerar que ya cuentan con un futuro apoyo; también los que piensan con desagrado que esa no es la función que debe desarrollar el teniente general […]. De él se espera fundamentalmente que ponga orden en nuestra caótica organización de la defensa; que vertebre esta definitivamente en el correspondiente ministerio; y que una política militar juiciosamente conducida devuelva a nuestros ejércitos la eficacia y el peso específico que nunca debieron haber perdido.

			

En áreas políticas no relacionadas con lo castrense se opinaba que la credibilidad de Santiago se incrementaría si este se limitaba a los asuntos de la reforma militar. Del mismo modo, entre determinados jefes y oficiales de la Primera Sección del Alto Estado Mayor —la militar— con los que el SECED había establecido contacto, se observaba con la mayor preocupación profesional la inequívoca postura adoptada por Santiago[14].

			Pocos días después de recibir el presidente del Gobierno aquella nota informativa le llegaba otra, con fecha 19 de enero. En ella se afirmaba lo siguiente:



			… se ha sacado la impresión de una clara unanimidad al juzgar la recién creada vicepresidencia […]. Se estima que si se le dan misiones de importancia a esa vicepresidencia y el teniente general se rodea de un equipo de militares con empuje y talante político, capaces de desarrollar una verdadera política de defensa, este órgano puede resultar de la mayor importancia en la vida de la nación en los próximos años […]. Se da por supuesto que el primer objetivo de esa vicepresidencia ha de ser la elaboración de una Ley Orgánica de la Defensa y el estudio del posible departamento que agrupe a los tres ministerios militares […]. Para poner en marcha semejante reorganización de la política de defensa se considera indispensable […] la vinculación directa del AEM a la vicepresidencia, convirtiéndolo en su órgano fundamental de trabajo. A partir de ese momento, el esfuerzo principal recaería en el AEM […] mientras la orientación de aquel esfuerzo y la coordinación de la política a seguir en Ejército, Marina y Aire serían las misiones principales de la citada vicepresidencia […]. En el AEM se extrañan —y en cierto modo se quejan— de que nadie les exija un trabajo excepcional, temiendo que en realidad no se esté «cociendo» nada […]. Eso supondría un nuevo desgaste de la imagen de las Fuerzas Armadas, con la creación de un alto organismo militar innecesario o desaprovechado […] que haya tenido como único objeto acallar algunos sectores de la derecha y respaldar militarmente la acción del nuevo Gobierno […]; prefieren pensar que la aparente inoperancia encubre una maniobra de espera hasta el 15 de marzo en que ascenderá a teniente general Gutiérrez Mellado, y sería designado jefe del AEM.
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